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			El éxito de un proyecto para España




			



			 






			«Está en el manual del buen político, presidente. Tienes que adelantar las elecciones generales.» Eso me decían prácticamente todos mis colaboradores, y ésa era la opinión casi unánime de comentaristas y opinadores. Me animaban a aprovechar el éxito de la entrada de España en el euro para ampliar la mayoría parlamentaria del Partido Popular y consolidar nuestra posición política. Las intenciones de todos ellos eran buenas, y su razonamiento, lógico. Habíamos trabajado con éxito razonable por el país, y ahora teníamos la posibilidad de recoger en las urnas los frutos de nuestro esfuerzo. Pero también había argumentos para agotar la legislatura, argumentos que a la hora de tomar la decisión fueron para mí más poderosos.




			El primero era la coherencia. Yo siempre había dicho que mi deseo y objetivo era cumplir el mandato que nos habían otorgado los españoles, y ese mandato era para gobernar cuatro años. En el primer Consejo de Ministros que tuve el honor de presidir, en mayo de 1996, le había dicho a mi nuevo equipo: «Tenemos dos obligaciones: cambiar España y perdurar». Algunos habían interpretado aquellas palabras como una declaración retórica más, propia del momento. La realidad era que expresaban un propósito muy meditado y muy firme.




			El segundo era la estabilidad política. He sido siempre un decidido partidario de la estabilidad política. Lo soy ahora y lo era entonces, cuando en España no existía aún lo que podríamos llamar una «cultura» de la estabilidad. Tanto la Unión de Centro Democrático (UCD) como el Partido Socialista habían protagonizado legislaturas abreviadas. Frente a la tentación de convocar las elecciones generales en función de las circunstancias o las encuestas, me parecía fundamental cumplir el plazo máximo establecido en la Constitución. Me parecía que España necesitaba estabilidad y que esa estabilidad exigía la continuidad del Gobierno.




			A estas dos consideraciones se añadían las circunstancias particulares del Partido Popular en aquellos momentos: por una parte, no teníamos ninguna necesidad de precipitar unas elecciones; habíamos conseguido acuerdos parlamentarios razonables que, en líneas generales, nos estaban permitiendo sacar adelante nuestros objetivos y políticas. Por otra, yo estaba convencido de que necesitábamos más tiempo.




			Aún estaban muy cerca en el recuerdo los trece años de Gobiernos socialistas y muy asentada en la opinión pública la idea de que la sociedad española era, por definición, de centro-izquierda. Mi impresión era que, en las elecciones generales de 1996, los españoles nos habían dado una oportunidad condicionada. Nos habían otorgado su confianza a la espera de ver qué hacíamos con ella, cómo la administrábamos. No podíamos volver a reclamársela sin antes haber demostrado con absoluta claridad que la merecíamos. Necesitábamos tiempo para consolidar nuestra posición política y nuestro crédito ante los españoles. Teníamos que demostrar que no éramos un paréntesis en la historia de España, sino un Gobierno con vocación de permanencia y con un proyecto político serio, ambicioso y necesario para el país. Por eso, frente al aluvión de consejos bien intencionados de que anticipara las elecciones, decidí agotar la legislatura. Fue la legislatura más larga de la democracia.




			Todos los sondeos apuntaban a un fortalecimiento de la posición del Partido Popular, pero ninguno anticipó la contundencia de nuestra victoria. Tampoco las encuestas que el Gobierno manejaba internamente. Puestos a hacer cálculos sobre posibles escaños que pudiéramos arañar en tal o cual circunscripción, algunos expertos vaticinaron que sacaríamos algo más de ciento setenta diputados, pero ninguno llegó a apuntar la cifra decisiva de los 176; es decir, que obtuviéramos mayoría absoluta o incluso un resultado apreciablemente mayor. Y, sin embargo, recuerdo que yo era muy optimista.




			Mi sensación de que podíamos conseguir la mayoría absoluta venía alimentada por varias fuentes. Mi propia impresión personal de la situación general de España y del clima de opinión pública era muy buena. Pero, además, a medida que se fueron acercando las elecciones, me fueron llegando diversas impresiones demoscópicas de expertos cercanos a la izquierda que coincidían: «Al PP le va a ir más que bien en las elecciones». Por la vía sindical me llegó el mismo mensaje: el ambiente era extraordinariamente favorable para nosotros. Aun así, el resultado superó nuestras mejores expectativas. Fue un triunfo sin precedentes en el centro-derecha español.




			El 12 de marzo de 2000 el Partido Popular obtuvo 183 escaños, 27 más que en 1996. El PSOE, que cuatro años antes había intentado justificar o incluso disfrazar su derrota con el calificativo «dulce», perdió otros 16 diputados y se quedó en apenas 125. Las encuestas y los analistas se habían equivocado; como en tantas otras ocasiones, por cierto. No habían tenido en cuenta la enorme ola de confianza que recorría España. No habían valorado hasta qué punto los españoles, que unos años antes languidecían entre la incertidumbre y el desistimiento, habían recuperado el optimismo, la confianza en sí mismos y la ilusión por el futuro. No habían apreciado la consolidación del Partido Popular en las clases medias españolas. Y, significativamente, no habían previsto el comportamiento de una parte importante de la izquierda social. Muchos votantes tradicionales de izquierdas iban a expresar en las urnas su satisfacción con la gestión y las políticas del Gobierno. Unos lo harían no votando al Partido Socialista, y otros directamente votando al Partido Popular.




			El 12 de marzo de 2000 fue uno de los días más importantes y también felices de mi vida política. La mayoría absoluta demostró que había sido un acierto agotar la legislatura, pero, sobre todo, dejó en evidencia que el Gobierno del Partido Popular había logrado una conexión muy profunda con el sentir y las aspiraciones de la sociedad española.




			La victoria del Partido Popular no fue fruto del fracaso del adversario ni de su derrumbamiento. Fue el aval rotundo a una gestión de Gobierno y a un proyecto político. Un proyecto que aspiraba a hacer de España una de las grandes democracias del mundo desde la más firme confianza en la enorme capacidad de los españoles.




			Yo no he aceptado nunca la idea resignada de que España está condenada a ser diferente. Condenada a sobrevivir bajo la triple losa de un paro masivo, un déficit desbocado y una corrupción generalizada. Condenada a soportar el chantaje del terrorismo y los desafíos separatistas. Condenada a la marginalidad o la irrelevancia internacional. Siempre he pensado que España reúne todas las condiciones para ser una Nación fuerte, territorialmente cohesionada, socialmente justa, económicamente próspera e influyente en el mundo. Así lo reiteré en los actos de precampaña y campaña de las elecciones generales del año 2000, y así lo sigo pensando ahora, a pesar de las enormes dificultades que atraviesa nuestro país.




			Recuerdo un gran acto político celebrado en Salamanca a unas semanas de las elecciones. Allí, ante varios miles de militantes y simpatizantes, afirmé que el nuestro era un proyecto político positivo y abierto a todos. Un proyecto asentado sobre la convicción profunda de que la España de la Constitución, la España de la libertad y la España de la prosperidad eran posibles:




			«La nuestra es la España que confía en sí misma, la España positiva, la España que cree en sus posibilidades, la España del “sí puedo”, la España del “es posible”, la España ambiciosa.»




			También recuerdo muy bien el mitin de cierre de campaña en Madrid. El Palacio de los Deportes de Madrid estaba abarrotado de simpatizantes entregados. Mi intervención vino a resumir la visión que nuestro Gobierno tenía de España y también nuestra actitud, una actitud positiva, optimista, dispuesta a hacer frente a los grandes retos del país con convicción, coraje y capacidad de desafío:




			«Yo no quiero que vuelvan los años de la resignación, los años negativos, los años del “no”, los años de la España resignada y de la España del paro. Yo estoy aquí para pedir a todos un voto para la España optimista, para la España vital, para la España creadora, para la España innovadora, para la España que es capaz de crear empleo, que es capaz de generar bienestar, que es capaz de estar en Europa; para la España que es capaz de ser la mejor de Europa; para ese país que deseamos mejor entre todos. Para eso quiero pedir vuestro voto, que es un voto de esperanza, que es un voto ilusionado, que es un voto de futuro.»




			No eran sólo palabras. No era retórica hueca ni un simple discurso político. Nuestro optimismo se asentaba en la experiencia real de millones de españoles cuyas vidas habían cambiado radicalmente a mejor en cuatro años y que, por primera vez en mucho tiempo, miraban al futuro con esperanza. Así lo reflejaban las encuestas del CIS de aquellos meses. El porcentaje de españoles que se decían de clase media había crecido exponencialmente. La confianza en el futuro, también. Incluso el sentimiento europeísta de los españoles había alcanzado máximos históricos.




			Desde el Gobierno habíamos hecho una apuesta muy seria por la recuperación de lo que yo llamaba la «normalidad» en la vida política española, y lo habíamos conseguido. En cuatro años habíamos demostrado que no todos éramos iguales. Que existen Gobiernos competentes y Gobiernos incompetentes, y también políticas buenas y políticas malas. Y que con Gobiernos competentes y políticas buenas es posible acabar con el desempleo y el desistimiento, y colocar a España en la senda del optimismo y la prosperidad.




			Los indicadores del cambio eran espectaculares. En cuatro años se habían creado en España 1,9 millones de empleos nuevos. Casi dos millones de personas que antes no trabajaban ahora sí lo hacían. En tan sólo una legislatura, habíamos reducido la tasa de desempleo de los jóvenes a la mitad: del 40 por ciento al 20 por ciento. El paro femenino había descendido más del 30 por ciento. España tenía el mayor número de personas trabajando de toda su historia, y el ritmo de crecimiento y de creación de empleo más elevado de Europa. El 50 por ciento de todo el empleo que se creaba en Europa era entonces empleo español.




			Todo esto se había conseguido siendo fieles a nuestras ideas y principios. No a pesar de esa fidelidad, sino precisamente gracias a ella. En cuanto llegamos al Gobierno, en 1996, llevamos a cabo la primera de varias rebajas del impuesto de sociedades con el objetivo de estimular a los autónomos y a las pequeñas y medianas empresas. También habíamos empezado a trabajar en una profunda reforma del impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF) con el propósito de reducir la carga fiscal que soportaban los españoles. La reforma se había aprobado en 1998 y había tenido un impacto inmediato sobre los hogares: los tipos medios efectivos habían caído casi un 18 por ciento y las rentas netas habían aumentado el 3 por ciento.




			Con más dinero en sus bolsillos, los españoles habían empezado a consumir, lo que a su vez había estimulado la actividad económica, mejorado la recaudación y permitido al Gobierno fortalecer el modelo de bienestar en aspectos decisivos para la gente. Entre otras cosas, habíamos podido garantizar por ley el poder adquisitivo de las pensiones y crear un fondo de reserva para salvaguardarlas de cara al futuro.




			En cuatro años, las cuentas de la Seguridad Social habían pasado de la quiebra al equilibrio, y la economía española había dejado de ser considerada un caso prácticamente perdido y se había convertido en un modelo que imitar. Fueron cuatro años de duro y apasionante trabajo político, de reformas profundas y ambiciosas, y de resultados tangibles y en muchos casos espectaculares.




			Gracias al trabajo y al compromiso de aquel primer Gobierno del Partido Popular y sobre todo gracias a la extraordinaria fortaleza de la sociedad española, que demostró su sobrada capacidad para superar los mayores desafíos, logramos cumplir lo que habíamos prometido: en cuatro años, España estaba en el euro y rumbo a una prosperidad desconocida en toda su historia.




			Con estos resultados y en este ambiente optimista, la campaña no fue demasiado complicada de enfocar o dirigir. Prácticamente, hubiera bastado con recordar la transformación protagonizada por España en tres años y sus efectos concretos sobre la vida, las oportunidades y las expectativas de la gente. Sin embargo, yo creía que el mensaje debía ir más allá de la comparación con la herencia que habíamos recibido o del balance de nuestra gestión. Me parecía que debíamos poner en valor nuestro proyecto político para España y recordar a los españoles que estábamos a la mitad del camino. Que todavía quedaba mucho por hacer. Que la reforma y modernización de España requería esfuerzo, tiempo y algo más: una mayoría amplia, sólida y dispuesta a asumir su responsabilidad con generosidad y valentía. Así se lo dijimos a los españoles. Y así lo entendieron, entre otras cosas porque era verdad.




			Los partidos nacionalistas no habían administrado bien para sus intereses el papel decisivo que las urnas les habían concedido en 1996. A finales de 1999, con la vista puesta en las elecciones generales, Convergència i Unió había roto su alianza con el PP y se había sumado al resto de la oposición para aprobar una Ley Orgánica de Extranjería en contra del criterio del Gobierno, que tenía serios motivos para pensar que la nueva norma provocaría un pernicioso «efecto llamada» entre millones de potenciales inmigrantes. En lugar de fortalecer su posición, el gesto oportunista de CiU contribuyó a acentuar la sensación de que el PP necesitaba más apoyo y más escaños.




			En cuanto al PNV, se vio atrapado en su estrategia de acercamiento al brazo político de ETA. El 21 de enero de 2000, los terroristas rompieron su tregua con un coche bomba que acabó con la vida del teniente coronel Pedro Antonio Blanco. Un mes después, el 22 de febrero de 2000, inauguraron la campaña electoral asesinando al portavoz del Partido Socialista en el Parlamento vasco, Fernando Buesa, y a su escolta, Jorge Díez. La condescendencia de los nacionalistas vascos con los responsables de estas y tantas otras atrocidades recibiría su castigo en las urnas.




			Pero el mayor error estratégico lo cometió el Partido Socialista.




			Cuatro años después de su derrota en 1996, el PSOE seguía sin encontrar un líder o un discurso. Tras las elecciones generales, Felipe González había abandonado la dirección del partido. Joaquín Almunia le había sustituido como secretario general, pero había convocado unas primarias y las había perdido frente a Josep Borrell, que había empezado su andadura con buenas valoraciones en la opinión pública.




			Sin embargo, bastaron un fracaso parlamentario en el debate sobre el estado de la nación y una campaña orquestada en su contra desde sus propias filas políticas y mediáticas para que Borrell anunciara su dimisión. Y así volvió Almunia, un líder cuestionado por los suyos, cuya peculiaridad en aquellos momentos no era que no tuviera un proyecto para España, cosa que no tenía, sino su falta de capacidad para evitar que en su partido proliferaran proyectos absolutamente disparatados y contradictorios entre sí.




			Por un lado, estaban los socialistas catalanes, que abogaban por el reconocimiento del «derecho a decidir», en la línea de sus amigos y aliados de Esquerra Republicana de Catalunya. Por otro, estaban los socialistas de comunidades como Castilla-La Mancha o Castilla y León, que con creciente incomodidad defendían el modelo autonómico vigente. Y luego estaba el PSOE nacional, que, en su búsqueda desesperada y estéril de una tercera vía que neutralizara a las otras dos, proponía en su programa electoral una confusa vía federal.




			El caos programático del PSOE era la prueba de la absoluta desorientación política del partido que durante trece años había gobernado España. Así lo denuncié a lo largo de la campaña:




			«No se puede defender la autodeterminación en un sitio, el impulso federal en un sitio, la revisión constitucional en otro sitio... ¿En qué quedamos? ¿Se reforma el modelo o no se reforma? ¿Se acepta o no se acepta? ¿Se defiende la autodeterminación o no se defiende? ¿En qué quedamos? ¿O es que uno va a presentarse a las elecciones defendiendo la autodeterminación en Cataluña, el federalismo en Andalucía, el Estado de las Autonomías en Castilla y lo que se le ocurra cualquier día por la mañana en Madrid o en Albacete? ¿Qué es lo que se quiere defender?»




			El asunto era muy serio. Quizás entonces el riesgo no se percibía con tanta claridad porque todo el mundo daba por hecha una nueva victoria del PP y porque otros asuntos acaparaban el debate público y la campaña. Sin embargo, la deriva socialista me inquietaba ya mucho.




			La campaña, en la que me acompañó permanentemente mi familia, se preparó en el gabinete de la Moncloa —Carlos Aragonés, Javier Zarzalejos, Alfredo Timermans, Javier Fernández-Lasquetty, Gabriel Elorriaga, Baudilio Tomé y Román Escolano— y la dirigió Mariano Rajoy. El lema iba a ser «Más», pero finalmente fue «Vamos a más». En ella insistí en la reivindicación pedagógica de la España plural y el Estado de las Autonomías. Hablé mucho de la importancia de la cohesión en todas sus expresiones. De la cohesión territorial. Es decir, de la unidad de la Nación española y el necesario fortalecimiento de los vínculos que nos unen. De la cohesión económica. Es decir, de la importancia determinante de la unidad de mercado a la hora de competir en Europa y el mundo. De la cohesión social. Es decir, de la capacidad del Estado para garantizar la viabilidad del sistema de bienestar social y la igualdad de los españoles a la hora de disfrutarlo. Y también de la cohesión cultural. Es decir, de la necesidad de preservar el equilibrio que nos permite a los españoles identificarnos con nuestra historia y aprovechar las oportunidades que ofrece un mundo cada vez más competitivo y globalizado.




			Para mí, las discusiones sobre la pluralidad de España y la organización territorial del Estado siempre han tenido un límite muy claro. Ese límite es la lealtad a la premisa básica o fundamento de la Constitución de 1978, que es la existencia de la Nación española:




			«Quien quiera dialogar para mejorar las cosas cuenta conmigo, sin duda. Pero digamos claramente qué es lo que se defiende, porque la España posible es la España constitucional. Con eso no se juega, ni con lecturas, ni con federalismos, ni con frivolidades, ni con piruetas electorales. Queda muy clara cuál es nuestra posición de presente y de futuro.»




			



			 






			La reacción de la izquierda




			



			 






			Las contradicciones del PSOE en torno al modelo de Estado protagonizaron parte de la campaña de las elecciones generales del año 2000 y acentuaron la brecha entre el partido y la mayoría social española. Una brecha que Almunia convirtió en abismo con una decisión insólita anunciada a principios de año.




			El 24 de enero de 2000, Joaquín Almunia hizo público que el PSOE le había ofrecido a Izquierda Unida —presidida entonces por Francisco Frutos, del sector más radical del antiguo Partido Comunista— un acuerdo para presentarse a las elecciones con un programa común. Según explicó Almunia, su objetivo era ofrecer a los españoles un «Gobierno de progreso». Yo decidí bautizarlo de una forma un tanto distinta.




			Al día siguiente del anuncio de Almunia, tenía previsto dar una conferencia de prensa en Salamanca con motivo de la cumbre hispano-portuguesa. Antes de coger el avión convoqué a un pequeño grupo de mis colaboradores —Javier Zarzalejos, Carlos Aragonés, Alfredo Timermans y Gabriel Elorriaga— y les dije: «Que sepáis que voy a denunciar el pacto social-comunista». «Hombre, presidente, las cosas se pueden decir de otra manera...» «Voy a decir “el pacto social-comunista”.» Por decirlo en lenguaje periodístico, la expresión entró «como un cañón».




			La referencia al comunismo sintetizaba bien el carácter reaccionario y extravagante del acuerdo alcanzado por el PSOE con Izquierda Unida. En lugar de rivalizar con el Partido Popular en el centro político y social español, los socialistas habían decidido echarse en brazos de la izquierda más extrema. No sólo era una respuesta absolutamente equivocada a todo lo que representaba el Partido Popular. Además, daba una medida perfecta de las graves consecuencias que frenar el proyecto del PP podía tener para las clases medias españolas y su futuro.




			Dos días más tarde, tras participar en el Foro Económico Mundial en Davos, aproveché una comparecencia ante los medios de comunicación para explicar estos riesgos con más detalle: «Un Gobierno social-comunista haría una política social-comunista; es decir, más impuestos, más gasto público, más déficit, y, por lo tanto, pondría en riesgo los elementos de creación de empleo, de prosperidad y de progreso de la sociedad española».




			La identificación del PSOE con los comunistas produjo una reacción espectacular en los medios, en la calle y en círculos políticos. Recuerdo que me hacía mucha gracia ver cómo muchos socialistas e incluso dirigentes de Izquierda Unida se mostraban ofendidos de que yo emplease el término «comunistas» para referirme a los flamantes socios de Almunia. Mi respuesta a sus quejas y aspavientos era siempre la misma: «Pero vamos a ver, ¿alguien me puede explicar cómo tengo que llamar yo a los comunistas, si son comunistas?».




			Las elecciones generales fueron el domingo 12 de marzo del año 2000. Pasé toda la jornada electoral en la Moncloa. No éramos muchos. Estaba sólo con Ana y mis hijos, y con algunos de mis colaboradores más cercanos, como Carlos Aragonés, Javier Zarzalejos, o Alfredo Timermans. Los primeros datos arrojaban el resultado que habían pronosticado las encuestas: una victoria clara del PP, con 173 o 174 escaños. Pero de pronto se produjo un gran salto. Un salto espectacular. No era sólo una mayoría absoluta. Eran 183 escaños.




			Aquella noche hablé varias veces con el Rey para contarle cómo iban evolucionando los resultados, hasta que llegó el definitivo de la mayoría absoluta. Joaquín Almunia me llamó para felicitarme y reconocer nuestra victoria. Desde el extranjero, la primera llamada que recibí fue del presidente francés, Jacques Chirac, que me telefoneó desde su avión. Estaba muy impresionado por la magnitud de la victoria del PP. «Superbe victoire», dijo.




			Al acabar el recuento me fui a la sede del partido, en la calle Génova. La alegría de la gente era inmensa. Como suele ocurrir en todas las victorias y algo menos en las derrotas, había muchos voluntarios para salir al balcón de la primera planta a saludar a la gente que cantaba y celebraba el resultado en la calle. En esta ocasión, quise que primero saliésemos únicamente Ana y yo. Luego llamé a quienes con su brillante trabajo en el Gobierno y el partido más habían contribuido a una victoria histórica: Rodrigo Rato, Mariano Rajoy y Javier Arenas.




			En mis breves palabras, di las gracias a los millones de españoles que habían avalado nuestra política y dejé claro que ni nuestra actitud ni nuestro proyecto para España iban a cambiar. Íbamos a emprender todos aquellos aspectos de nuestro proyecto que habían quedado pendientes por falta de respaldo o de tiempo. Pero eso no iba a significar un cambio de rumbo ni una política distinta de la seguida durante la primera legislatura. Continuaríamos trabajando en el mejor interés de España y buscando el mayor acuerdo político posible para conseguir nuestros objetivos.




			Uno de los tópicos más arraigados en la historia política de aquellos años es que la segunda legislatura del Partido Popular supuso un cambio radical en las prioridades y en la actitud del Gobierno. Realmente creo que no es verdad. Algunos de los pactos y acuerdos políticos más importantes de mis ocho años como presidente del Gobierno de España se alcanzaron durante la segunda legislatura. Ahí están el Pacto Antiterrorista y el Pacto por la Justicia, por ejemplo. En la segunda legislatura aprobamos 219 leyes, de las cuales sólo dos contaron con el único apoyo del PP, y firmamos 18 acuerdos con los agentes sociales. También pertenecen a la segunda legislatura el Acuerdo de Financiación Autonómica, aprobado por unanimidad, los grandes acuerdos políticos para la financiación de la sanidad y la financiación local, y el Plan Hidrológico Nacional.




			No fue nuestro proyecto político para España el que cambió en la segunda legislatura, ni tampoco nuestra disposición a alcanzar acuerdos buenos para todos los españoles. Los que cambiaron fueron la izquierda y el nacionalismo. Cambiaron sus proyectos y cambiaron sus actitudes como consecuencia de la mayoría absoluta del Partido Popular. Y cambiaron en la peor dirección posible. En la dirección del radicalismo, del extremismo, del todo vale para acabar con el PP.




			La mayoría absoluta del año 2000 desmontó muchos mitos y demostró muchas cosas. Desmontó el tópico de que España era por definición o naturaleza de izquierdas. Pulverizó los viejos prejuicios y las perversas estrategias que buscaban deslegitimarnos mediante la vinculación con un bando de la guerra civil. Y demostró que el Partido Popular no iba a ser un paréntesis en la historia de España. Nuestra mayoría absoluta no había sido fruto de la debilidad o el descrédito ajenos. Había sido el aval sereno, maduro y rotundo a un proyecto político. Un proyecto de reforma y modernización de España, que los españoles, con su voto mayoritario, nos pedían mantener y profundizar. Para muchas personas, también en nuestras filas, esto supuso una verdadera revelación. En un sector de la izquierda española causó verdadero estupor.




			En lo estrictamente orgánico, la mayoría absoluta del PP provocó la dimisión inmediata de Joaquín Almunia como secretario general del PSOE. De hecho, mi contrincante socialista en el debate de investidura no fue ninguno de los dirigentes de primera fila del PSOE, sino el entonces portavoz de su Grupo Parlamentario, Luis Martínez Noval, ya fallecido.




			Pero mucho más importante que el cambio en la dirección del PSOE fue el cambio en su actitud. Después de tantos años en el Gobierno, el Partido Socialista había llegado a albergar un sentimiento patrimonial de España y del poder. Como si estuviera llamado a gobernar España casi por derecho natural. Los principales referentes del PSOE entendían la victoria del PP de 1996 como una anomalía, un hecho aislado y excepcional, fruto de años de desgaste y de unas circunstancias muy particulares. El estrecho margen de nuestra victoria en aquellas elecciones los confirmaba en esta percepción. Por eso, cuando en el año 2000 el PP no sólo no perdió respaldo electoral, sino que alcanzó una rotunda mayoría absoluta, la reacción fue de estupor. Estupor y una profunda y mal digerida irritación.




			Los dirigentes del PSOE y sus entonces poderosos apoyos mediáticos no entendían que la realidad los hubiese desmentido. No entendían que los españoles nos hubieran respaldado masivamente. No entendían que el PP fuese a consolidarse como mucho más que una alternativa para tiempos de excepción. En los periódicos y en los ambientes de opinión cercanos al PSOE proliferaron todo tipo de análisis introspectivos destinados a descifrar el misterio de la mayoría absoluta popular. ¿Cómo ha sido posible? ¿Cómo ha podido ocurrir? ¿Qué le ha pasado a España? ¿Qué ha hecho Aznar?




			En el Grupo Prisa el pasmo era total. En respuesta a la catarata de insultos que el periódico y la radio del grupo me dedicaban prácticamente a diario —con editoriales en los que comparaban mi gestión con el nazismo—,* yo había decidido no concederles entrevistas durante la campaña. Entre mis colaboradores, hubo quien lo consideró un error. Sin embargo, yo no estaba dispuesto a participar en determinadas estrategias. Una cosa es aceptar la crítica, aunque sea despiadada, y otra hacerle el juego a quienes persiguen tu destrucción política y civil mediante el engaño sistemático. El hecho de que ganásemos por mayoría absoluta no ya sin su apoyo, sino con su manifiesta hostilidad y frontal oposición, los dejó atónitos.




			El desconcierto de la izquierda pronto dio paso al temor. El temor por un futuro que, de pronto, había dejado de ser lo que era. Basta con repasar algunas de las reflexiones recogidas en el libro que Felipe González y Juan Luis Cebrián publicaron por aquellas fechas: «Es como si Franco hubiese ganado las elecciones».




			Un sector de la izquierda empezó a analizar las consecuencias profundas de las elecciones generales del año 2000 y llegaron a una conclusión para ellos aterradora: si esto continúa, el cambio de mayoría social será inevitable; y si hay cambio de mayoría social habrá también un cambio de paradigma político: el poder ya no será del PSOE por defecto y del PP por accidente, sino que el centro-derecha puede acabar siendo predominante en España.




			El miedo de la izquierda a perder definitivamente su hegemonía social y política la empujó a tomar decisiones y diseñar estrategias que tendrían consecuencias graves para España en todos los ámbitos. La impugnación de la Transición, la ruptura de los consensos constitucionales, la estrategia de demonización del Partido Popular, la apertura de las fosas reales y metafóricas de la guerra civil... Casi todo lo que vendría después tuvo su origen en la mala digestión por parte de un sector de la izquierda del resultado electoral del año 2000. Por eso digo que no fue el Gobierno del PP el que cambió con la mayoría absoluta. Cambiaron quienes decidieron acabar con el PP para impedir que nuestra mayoría absoluta impulsara una transformación más profunda de la sociedad y la política en España.




			La noche del domingo 12 de marzo, cuando aún resonaba el eco de las celebraciones en la calle Génova y en los despachos de nuestra sede, le comenté a un grupo de colaboradores: «Hoy se acabó la guerra civil como argumento político». Era verdad. Quizás por eso hubo quienes pusieron todo su empeño en desmentirlo.




			



	    


	 	

	    

             


CAPÍTULO 1 

Una España fuerte en el mundo




			



			 






			España, Europa y el Atlántico




			



			 






			El martes 12 de junio de 2001, George W. Bush, que ocho meses antes había ganado las elecciones presidenciales norteamericanas, iniciaba su primera gira por Europa como presidente de Estados Unidos. Contra todo pronóstico y todo precedente, lo hacía en Madrid. El valor político y simbólico de aquella decisión no escapó a la mayoría de las cancillerías europeas, que la recibieron con una mezcla de asombro y desconcierto. Era la primera vez que algo así ocurría, y especialmente los británicos, los franceses y los alemanes se preguntaban qué estaba ocurriendo en España para que un hecho político de esa importancia estratégica se hubiera producido. Los británicos, porque esperaban hacer valer su relación especial con la primera potencia del mundo. Los franceses y alemanes, porque su tamaño e influencia eran muy superiores a los de España. Todos tomaron nota. Todos eran conscientes de que el gesto no era fortuito y de que anticipaba cambios significativos en el tablero de las influencias internacionales. Cambios, sobre todo, buenos para España.




			España había iniciado con la Transición un camino de recuperación de su posición en el mundo. En los primeros años, había tenido que dedicar muchos esfuerzos a llamar a las puertas de otros países y de los distintos organismos internacionales. Era una tarea colectiva, de interés estratégico nacional, y tuvo consecuencias en la política interna: el consenso en política exterior se elevó a nivel de categoría y el PSOE, que había abanderado las manifestaciones contra la OTAN, acabó reorientando su posición hacia el atlantismo originalmente defendido por la UCD y por AP.




			Una vez reconocida como interlocutora y aceptada en las instituciones, el segundo reto de España había sido hacerse notar. Para conseguirlo, había tenido la ventaja de que no representaba una amenaza real para nadie; España era entonces un país sin aristas, y su proceso de transformación política y constitucional generaba admiración y simpatía en mucha gente. El resultado, entre otras consecuencias, fue una notable presencia de españoles en cargos internacionales de relevancia.




			Y, sin embargo, la posición de España tenía aún claras limitaciones. Venía definida por reglas no escritas pero respetadas escrupulosamente tanto interna como externamente. Por ejemplo, se daba por hecho que en las reuniones europeas los representantes de España hablarían en el quinto lugar. Como se daba por hecho que España asumiría una posición complaciente frente a Estados Unidos y un tanto paternalista con Iberoamérica, por supuesto sin reconocer abiertamente lo uno ni lo otro.




			Nosotros llegamos al Gobierno con una visión distinta de la política exterior y del papel de España en el mundo. Si tuviera que resumirla, diría que nos propusimos fortalecer la dimensión atlántica de España en una Europa, por definición, también atlántica.




			La decisión de fortalecer la dimensión atlántica de España tenía, en mi caso, un componente de convicción personal, otro de visión o interpretación histórica, y un tercero de cálculo estratégico.




			Yo no puedo entender a España —su cultura, su historia y su identidad— sin el Atlántico. España se forjó como Nación coincidiendo con la exploración y el descubrimiento de América. España alcanzó la modernidad política con un proyecto de libertad elaborado por españoles de «ambos hemisferios», en feliz expresión de la Constitución de Cádiz. Y España tiene en el Atlántico, punto de encuentro con Iberoamérica, su ámbito de proyección más extenso, más prolífico y más evidente.




			Lo mismo puedo decir del conjunto de Europa. Europa es para mí incomprensible al margen de lo que significa el Atlántico. Europa y Norteamérica están unidas por valores comunes muy profundos y esenciales: las libertades individuales, la democracia representativa, el Estado de derecho, la economía de mercado y la sociedad abierta. Si Estados Unidos no se entiende sin sus raíces filosóficas, políticas y sociales europeas, la Europa de hoy —la Europa unida y en paz surgida tras la segunda guerra mundial— tampoco puede explicarse sin la contribución decisiva de Estados Unidos. Juntos, europeos y norteamericanos fuimos capaces de derrotar a los dos grandes enemigos de la libertad: el fascismo y el comunismo. Y juntos, europeos y norteamericanos podemos hacer frente a los nuevos desafíos que plantea un mundo abierto, globalizado y competitivo. Ésa era mi visión entonces y lo sigue siendo ahora. El Atlántico es, para Europa, la garantía más sólida de liderazgo, la oportunidad más cierta de prosperidad, prestigio e influencia internacional. Y para España, por supuesto, también. Nuestro futuro pasa por aquí.




			Esta visión no era compartida por todos los dirigentes europeos. Había quienes insistían en poner el énfasis en el papel desempeñado por el núcleo mismo de la construcción europea, al margen de la influencia o las aportaciones atlánticas. Como si las dos cosas fueran incompatibles.




			La historia de Europa desde la segunda guerra mundial es, en buena medida, la historia de la construcción de la Unión Europea. Esa construcción no puede comprenderse si no es sobre la base del vínculo que une América —en este caso Estados Unidos— con los países europeos. Sin ese vínculo, que la segunda guerra mundial reforzó, no hay forma de imaginar la prosperidad de los países europeos democráticos a partir de los años cincuenta. La voluntad y el proyecto son europeos, pero el apoyo y la defensa ante el bloque soviético vienen —también— del otro lado del Atlántico. La caída del Muro de Berlín se debe también, en gran parte, a la actitud norteamericana. A partir de ahí llega la reunificación alemana, la desaparición de la URSS y la recuperación para la Europa democrática de los países sometidos al totalitarismo soviético. También en esto el papel de Estados Unidos resultó crucial, como lo saben bien nuestros amigos de Polonia, de la República Checa, de las repúblicas bálticas y de otros muchos países. La gran ampliación de la OTAN continuaba esa relación y ampliaba el compromiso de los norteamericanos. Esa voluntad, esa visión siguen estando en el origen de la Europa que conocemos hoy en día.




			Mi concepto de la Europa atlántica se basa además en la historia y la experiencia de España, que siendo como es un país volcado en el mar, una gran potencia naval desde el siglo XVI, incorporó a Occidente buena parte del continente americano y la margen oriental del océano Pacífico. En contra de lo que muchas veces se piensa, es eso lo que contribuye a hacer de España un país aún más esencialmente europeo de lo que lo es por situación y por historia. España, desde este punto de vista, no se limita a ser un país europeo más. Es uno de los países que más ha contribuido a la construcción de Europa en los siglos en los que la Europa actual se estaba gestando. De esa dimensión atlántica de España surge mi convicción de que Europa no puede dar la espalda al atlantismo sin traicionarse a sí misma.




			Esta convicción me conduce naturalmente y más allá de nuestra rivalidad histórica a adoptar una nueva visión en la relación con el Reino Unido, que es otro de los países que representan esta dimensión atlántica europea. Me sentía a gusto con los representantes de un país con el que compartimos esa visión y esa historia, y siempre he estado convencido de que los dos tenemos mucho que ganar si profundizamos nuestra relación. Esa misma convicción atlántica me llevaba también a intentar aproximar España a los países europeos que se habían incorporado recientemente a la democracia y que tenían una experiencia muy directa de lo que significa el lazo atlántico y de lo que podría haber significado su inexistencia... Es posible que, en los primeros años después de la caída del Muro de Berlín, la seguridad que les proporcionaba la OTAN fuera tanto o más importante que el ser miembros de la Unión Europea.




			Mi visión de la Europa atlántica y continental se deduce por tanto de una visión de Europa, de una visión de España y de la voluntad de incorporar nuestro país al núcleo decisorio de Europa, que no puede dejar de tener en cuenta el pacto atlántico. Yo siempre he avalado y sigo avalando los valores que sostienen el pacto atlántico: la libertad, la democracia, la ley y la seguridad jurídica... Son esenciales para España en todas las dimensiones: en la relación de nuestro país con Iberoamérica, en la presencia de España en la propia Europa y, además, y dada nuestra posición geográfica, en nuestra relación con el norte de África y Oriente Medio. En este ámbito también teníamos que poner en valor nuestra dimensión atlántica, porque es eso lo que nos distingue de nuestros vecinos europeos y lo que nos proporciona, o nos debería proporcionar, una capacidad de maniobra que no tiene el resto.




			Todo esto quedó muy claro durante una visita a Jacques Chirac en el Palacio del Elíseo, en febrero de 2003, en pleno debate sobre la intervención en Irak. Hubo un almuerzo en el comedor oficial del Elíseo, donde los franceses expusieron con absoluta claridad la idea de que existen dos Europas: una «Europa atlántica» y otra Europa que llamaban «europea», como si la primera no lo fuera. Pero había más, y es que estas dos Europas eran incompatibles. Los franceses sabían cuál era la suya, aquella en la que ellos tenían más influencia. Ésa era la Europa que iban a apoyar y reforzar. Así que si nosotros optábamos por la «Europa atlántica», deberíamos asumir las consecuencias de quedarnos al margen. Fue un almuerzo bastante tenso. Después lo he comentado alguna vez con Jean-Pierre Raffarin, con quien tuve y mantengo buena relación, que era entonces el primer ministro, y lo recuerda con espanto, porque lo que escuchaba de Chirac era una amenaza de exclusión de la Europa atlántica, que es, históricamente, la Europa verdadera.




			Chirac insistía en que no veía ninguna posibilidad para una Europa distinta, ahora que habíamos creado el euro y el mercado único. Decía que no entendía nuestra posición porque el eje de la Unión seguía siendo el de siempre, la relación entre Francia y Alemania. Eso no podía cambiar y, de hecho, no iba a cambiar. Los demás socios, y los que se habían incorporado después, tenían que ser conscientes de que eso constituía la naturaleza misma de la Unión. Si nosotros queríamos hacer algo distinto, nos colocaríamos fuera del proyecto europeo. También hablamos de Estados Unidos, un asunto en el que Chirac, cada vez que nos veíamos, se mostraba más y más obsesivo. Ni entendía a los norteamericanos ni se esforzaba por entenderlos. Parecía considerarlos seres irracionales, incapaces de comprender nada.




			Recuerdo que en un momento determinado, para ver si conseguía hacerle recapacitar sobre nuestra posición desde otro punto de vista, le pregunté qué haría él si hubiera cuarenta millones de francófonos en Estados Unidos, como había cuarenta millones de personas que hablaban español como lengua materna. Entonces se paró, pensó un momento y me dijo que era una cuestión interesante. Le pregunté entonces si su posición, en tal caso, seguiría siendo la misma. «Permíteme creer que no», añadí. Por esta razón, entre otras, me he opuesto siempre a la denominada «excepción cultural», tan querida por los franceses y por una parte de la izquierda española, que parece no comprender dónde se encuentran los intereses de la cultura en español.




			En aquel momento habíamos alcanzado una diferencia de opiniones y de intereses de tal categoría que derivó, sin que yo lo quisiera, en enfrentamiento. Había llegado el momento de establecer con claridad si los europeos éramos o no solidarios con Estados Unidos, que se sentían amenazados en su seguridad, en relación con la crisis de Irak. Yo pensaba, como ya he dicho muchas veces, que el pacto atlántico nos llevaba a mantenernos junto a nuestros aliados norteamericanos, aunque no participáramos en las operaciones, como sí hizo el Reino Unido. En mi opinión eso no entrañaba ninguna contradicción con el proyecto europeo; al revés, era una expresión del ideal europeo. De hecho, nosotros estábamos ya en el corazón de Europa con una presencia y una influencia que hacía mucho tiempo que no teníamos.




			



			 






			En el corazón de Europa




			



			 






			La Unión tenía dos pilares fundamentales, el mercado único y el euro, y nosotros estábamos en los dos. También habíamos sido agentes activos en algunas de las políticas nuevas más importantes, como eran la política de libertad, seguridad y justicia y la política de inmigración. Como consecuencia de la actitud de los Gobiernos españoles en las negociaciones de los tratados, la voz de España se oía con fuerza y se escuchaba con respeto. Teníamos por tanto un mayor peso institucional, y nuestra posición también era mejor que nunca porque gracias al esfuerzo que habíamos hecho nos respaldaba una situación económica saneada y boyante. En la Unión nos escuchaban y habían empezado a tener muy en cuenta lo que decíamos porque nuestra posición era clara, enérgica y consistente. Nada de esto había sido fácil de conseguir, pero se hizo. Así lo entendieron los principales interlocutores europeos del Gobierno: Jacques Santer y Romano Prodi en la presidencia de la Comisión; y Pedro Solbes y Loyola de Palacio, comisarios españoles. Loyola fue un apoyo muy importante para España en las instituciones europeas, especialmente con motivo del accidente del Prestige. Como vicepresidenta de la Comisión y comisaria de Transportes, su esfuerzo ayudó a que la respuesta de las instituciones fuera muy eficaz y produjera muy buenos resultados, como pudo comprobarse poco después.




			El caso del Prestige podría situarse en algún otro capítulo de este libro. Pero no me interesa tanto la grosera manipulación partidista de aquella catástrofe cuanto la consideración de algunos aspectos de esta desgracia con la perspectiva del tiempo. El hundimiento del Prestige y la marea negra que produjo fue una catástrofe de una enorme fuerza icónica, más intensa aún por el tiempo que transcurrió desde la rotura del casco, la fractura y el hundimiento del barco hasta la llegada del crudo a las costas. Reconocí en su momento errores iniciales al valorar el impacto político y social del accidente, pero no escatimamos ni esfuerzos ni medios, todos los disponibles, para paliar una catástrofe ante cuya dimensión teníamos muy pocas opciones. Creo que acertamos en las decisiones fundamentales, entre ellas alejar el barco en vez de intentar remolcarlo hasta el puerto de La Coruña. Era inimaginable el daño que se podría haber producido si se hubiese adoptado esta medida. Se llevaron a cabo con razonable eficacia la gestión de las ayudas a todos los afectados y las actuaciones para la recuperación de la costa. Habría que recordar alguna de las profecías apocalípticas que se hicieron y comprobar cómo ha evolucionado el entorno afectado por la marea negra para reparar en lo mucho de demagogia y catastrofismo que se dispensó en dosis masivas para incendiar el ambiente. La plataforma Nunca Máis, una metamorfosis de la izquierda y el nacionalismo gallego radical, atrajo sin duda a ciudadanos que no estaban por la estrategia de alteración de ese grupo. El Prestige recuperó para la izquierda el gusto por la agitación callejera y el aprovechamiento de una desgracia en beneficio político; una oposición exasperada por su incapacidad que empezaba a confiar más en su poder en la calle que en las urnas, lo que siempre ha sido un peligro. Junto al trabajo que realizó Loyola en la Comisión Europea, hay dos nombres que quiero recordar. Uno es Manuel Fraga, presidente de la Xunta de Galicia, que soportó injustas descalificaciones. Otro es, sin duda, Mariano Rajoy, que, como vicepresidente del Gobierno, coordinó todas las actuaciones de la Administración y dirigió la respuesta del Gobierno en el Parlamento poniendo en evidencia el uso sectario que la oposición hizo de la catástrofe. Fue un gran trabajo político. Luego, Rodolfo Martín Villa fue designado comisario para hacerse cargo de esa coordinación. Nuestro compromiso con Galicia se plasmó en el plan que aprobamos en el Consejo de Ministros que tuvo lugar en La Coruña el día 24 de enero de 2003. El «Plan Galicia» supuso una inversión de más de doce mil millones de euros. El alcalde de la ciudad, Francisco Vázquez, cedió el ayuntamiento para celebrar el consejo. Vázquez siempre tuvo una actitud de colaboración que valoré muy sinceramente y agradecí en aquellas circunstancias en las que pocos parecían resistirse a intentar obtener réditos partidistas. Los resultados de las elecciones municipales en Galicia y, en especial, en las localidades más directamente afectadas fue muy bueno. Al parecer, a juicio de los ciudadanos, nuestros aciertos para Galicia habían superado nuestros errores.




			Durante mucho tiempo dio la impresión de que todos en España compartíamos un consenso muy amplio sobre el euro. No era del todo así, sin embargo, y sobre el asunto existían en los años noventa posiciones diversas. En particular, no todo el mundo era partidario del euro y de que nuestro país se incorporara a él, o de que lo hiciera en aquel momento. Los no partidarios argumentaban algo que es imposible de negar, como es la existencia de una tradición histórica de la economía española en la que prima la alternancia de periodos de crecimiento intenso con otros de contracción acusada.




			Cuando el ciclo económico era expansivo, España solía conocer picos de crecimiento más altos que los demás países europeos, mientras que, al producirse una contracción, la economía española sufría más que el resto. En realidad, esto tenía su causa en que la economía española no había sido capaz de encontrar un punto de estabilidad a partir del cual hacer frente a las diferentes fases del ciclo. España tenía una carencia de cultura de estabilidad. Acudía periódicamente a devaluaciones para tratar de ganar competitividad artificialmente, y mostraba una clara incapacidad para crear empleo. La consecuencia era esa tendencia a mostrar picos de actividad y de depresión económica.




			Antes de 1996, la última manifestación de este estado de cosas se puede encontrar en la crisis de 1992 y 1993, cuando en España se destruyen más de millón y medio de empleos. En 1992, España estaba en un gran momento. Fue el año de los Juegos Olímpicos de Barcelona y de la Exposición Universal de Sevilla. Aquel gran escaparate respondía sin duda a una realidad social y económica, y al gigantesco cambio ocurrido en España desde hacía quince años. Ahora bien, al mismo tiempo, y sin que mucha gente quisiera enterarse, había empezado a golpearnos una crisis muy seria que acabó estallando en el año 1993. Ese año la peseta se devaluó tres veces en apenas nueve meses. La situación de fragilidad de la moneda provocó un viaje de González a Alemania para pedir a Helmut Kohl apoyo a la peseta.




			Por eso mismo, había personas que pensaban que no era obligatorio establecer una moneda única. Bastaría con establecer unos tipos de cambio más o menos fijos, y esos mecanismos ofrecerían suficiente flexibilidad en cuanto a las reformas necesarias. Por otra parte, había un temor bastante generalizado, dadas la historia y las circunstancias españolas de aquel momento, de que España fuera incapaz no ya de cumplir los criterios establecidos para entrar en el euro, sino de salir adelante una vez dentro del marco de dicha moneda.




			Desde un punto de vista estrictamente económico, no les faltaba razón a quienes advertían de estas dificultades. Pero al hacerlo aplicaban un criterio sólo económico, cuando el establecimiento de la moneda única y la entrada en el euro eran también decisiones políticas de la máxima importancia. Y para España era fundamental estar en ese proceso. Corríamos el riesgo de no llegar a tiempo, con lo que nos habríamos quedado descolgados como un país periférico, o ultraperiférico, al margen del proceso económico y político europeo, que es nuestro espacio natural.




			Estas dudas se trasladaron a los hechos y, cuando llegó el momento de instaurar un nuevo espacio económico con la moneda única, España no cumplía ninguna de las condiciones requeridas. Era necesario un cambio económico y cultural de gran calado que propiciara la estabilidad del país. También era imprescindible un liderazgo político particularmente consistente, alejado de los problemas que aquejaban a los gobernantes de aquellos años. Efectivamente, entonces España era más que nada un caso de desorden y falta de rigor y disciplina: en cuanto al déficit, en cuanto al endeudamiento y en cuanto al desempleo, entre otras muchas cosas. No es de extrañar que se plantearan muchas dudas en relación con nuestra capacidad para estar entre los países fundadores del euro.




			Algunos de estos problemas se habían planteado ya en las negociaciones del Tratado de Ámsterdam, alcanzado en 1997, que institucionalizó un nuevo proceso para la toma de decisiones.




			Empezamos aquellas negociaciones en una posición difícil. En 1994, Felipe González, bajo presidencia griega, había conseguido que la Unión asumiera un compromiso en relación con la mayoría cualificada necesaria para aprobar una decisión, en una Unión que pronto se iba a ampliar a dieciséis miembros. El compromiso —conocido como el compromiso de Ioánina, por la ciudad griega en la que se alcanzó— preveía que en las negociaciones de Ámsterdam el consejo tendría en cuenta la posición de los Estados miembros que antes podían formar una minoría de bloqueo y que ya no podrían hacerlo. Concretamente, se hacía referencia a la posición singular de España. El compromiso estaba muy bien en su espíritu. El problema era que no tenía letra: nunca se llegó a poner por escrito ni a ratificar. Fue un acuerdo verbal, alcanzado en el momento y olvidado el minuto después.




			Cuando llegué a Ámsterdam puse sobre la mesa de negociaciones la existencia de aquel compromiso. Nadie parecía acordarse de Ioánina, ni de Grecia, ni de nada de lo que había ocurrido allí. No sólo eso, sino que los países grandes aplicaron la táctica negociadora habitual de los Consejos Europeos: cerraron todos los acuerdos sustanciales y dejaron para lo último la cuestión más conflictiva —en este caso, la planteada por nosotros—, a la espera de que nos viéramos obligados a ceder por la propia presión ambiental y el deseo generalizado de llegar a un acuerdo. Fue entonces cuando yo les pedí a Abel Matutes, nuestro ministro de Exteriores, y a Marcelino Oreja, entonces comisario europeo, que informaran a los alemanes y al presidente holandés de turno de la Unión de que yo no estaba dispuesto a dar por bueno el acuerdo sin que se tomaran en cuenta las reclamaciones de España. Abel y Marcelino me miraron con estupor, pero hicieron lo que les pedí.




			Para España, la cuestión de la participación venía siendo crucial desde el primer momento por razones específicas. Nosotros no somos, evidentemente, un país pequeño, pero tampoco tenemos la dimensión suficiente —en particular en cuanto a población— para formar parte del grupo de los mayores. España siempre estaba en una posición delicada, en la que no se sabía muy bien si era el pequeño de los grandes o el grande de los pequeños. La cuestión, para mí, estaba bien clara. El lugar de España era con los grandes. España tenía y tiene que estar entre los grandes. Y con eso paralizamos el Consejo de Ámsterdam.




			Estábamos todos sentados en torno a una gran mesa cuando el primer ministro holandés, Wim Kok, tomó la palabra para decir que, en relación con el proceso de toma de decisiones, podíamos dar por cerrado el acuerdo porque todo el mundo estaba a favor. Levanté la mano —una solitaria mano en medio de una sala muy concurrida por la presencia de todas las delegaciones— y recordé que quedaba pendiente el asunto de España.




			«¿Y cuál es el asunto de España?», me preguntaron. «El asunto es que España no puede aceptar el acuerdo tal como ha quedado sustanciado porque España tiene unas circunstancias específicas que es imprescindible resolver antes de continuar. No daré mi aprobación al tratado si no se resuelve este problema.» El consejo se paralizó. Helmut Kohl ejerció de Kohl; se levantó, se me acercó, me dio un toque en la espalda y los dos salimos de la sala donde se estaba celebrando la reunión. De pie, apoyados en una mesa, le expliqué con detalle la situación.




			Algunas personas del equipo de la presidencia holandesa revoloteaban alrededor, cada vez más nerviosas. Les dije que no había salido a hablar con ellos, sino con el canciller Kohl. Nos marchamos a otra sala, a la que se acercaron luego otros primeros ministros, entre ellos Tony Blair. Allí redactamos el borrador que sirvió de base para el acuerdo posterior. Una vez redactado, lo revisamos, lo modificamos y, cuando acabamos, Kohl y yo regresamos a la mesa de negociaciones.




			Se aprobó un protocolo, que tiene rango de derecho primario en la Unión Europea, con el siguiente texto:




			«Se acuerda que, hasta la entrada en vigor de la primera ampliación, se prorrogará la Decisión del Consejo de 29 de marzo de 1994 (“compromiso de Ioánina”) y que, antes de esa fecha, se encontrará una solución al caso especial de España.»




			Aquel acuerdo fue fundamental para los intereses de España. Fue la base de la posición española negociadora para el Tratado de Niza. Sin esa declaración habríamos seguido en el limbo de Ioánina y no hubiéramos podido conseguir todo lo que logramos en el año 2000 en cuanto a peso político e institucional en la Unión Europea.




			En lo personal, aquel consejo me labró una cierta fama de negociador duro y tenaz. Tony Blair se hace eco de ello en sus estupendas memorias, A Journey. Recuerda cómo, en pleno momento de tensión, cuando el acuerdo parecía descabalgar por mi negativa a ceder en la defensa de los intereses de España, se me acercó y me preguntó: «José María, ¿qué vas a hacer ahora?». «Pues me voy a fumar un puro.» «¿Y después?» «Pues tengo otro.»




			La posición política de España en Europa se vería reforzada aún más gracias a la buena marcha económica del país. Así quedaría acreditado en la negociación de la Agenda 2000, que tuvo lugar en Berlín, en 1999, bajo la presidencia alemana.




			Las reuniones previas al Consejo Europeo de Berlín no apuntaban bien para España. La decisión de congelar los presupuestos de la Unión había llevado a la presidencia y a la Comisión a rebajar de forma sustancial nuestras demandas y expectativas. Sobre todo en comparación con lo logrado en 1993, cuando Felipe González, tras una buena negociación, había conseguido importantes cantidades para España en concepto de fondos de cohesión. Claro que entonces se vivía una fase de expansión de los presupuestos europeos. El problema de Berlín, y el desafío para nosotros, era que la tarta era más pequeña.




			El contexto era el de siempre: ya antes del consejo, todos los participantes estaban de acuerdo en todo, salvo algunos pequeños detalles que se podían arreglar allí mismo. El único problema serio era el que se nos planteaba a nosotros, porque, a consecuencia de la congelación del presupuesto, querían reducir nuestra parte, y eso era algo que yo no estaba dispuesto a aceptar.




			En realidad, los problemas empezaron nada más iniciado el consejo, cuando se trató el asunto de los idiomas en los que se podían registrar las patentes. Tan sólo estaban previstos tres: inglés, alemán y francés. Fue entonces cuando los españoles aclaramos que había que incluir el castellano. Sin el español —advertimos— no íbamos a llegar a un acuerdo. Así empezaron las maniobras, que ya nos conocíamos muy bien, en las que se ponía en escena la unanimidad de todos los presentes..., salvo aquel señor, el presidente del Gobierno español. Y así era. Hubo que quedarse solo dos veces en un día, y eso no era fácil, pero había que resistirse a esas tácticas de presión de Schroeder. Yo no estaba de acuerdo con aquella decisión. Sigo sin estarlo hoy en día y, de hecho, el desacuerdo continuó durante mucho tiempo, hasta que en tiempos de Rodríguez Zapatero el Gobierno español cedió y aceptamos lo que quisieron imponernos.




			Después llegamos al asunto de los presupuestos, que prometía un enfrentamiento más de fondo. La reunión sobre el asunto fue muy breve porque de inmediato se puso en marcha lo que se llamaba la táctica del confesionario. Consistía en que la presidencia iba llamando a los presentes país por país. En estas conversaciones casi particulares se iban arreglando los asuntos de cada uno. En nuestro caso, la presidencia no nos llamó hasta el último momento. Cuando nos sentamos, se nos vino a decir que todo el mundo estaba de acuerdo con el nuevo reparto de los fondos, y que ahí se acababa todo. Yo les pregunté si eso era todo lo que tenían que decirme. «Así es», me respondieron. «Pues bien, en ese caso la respuesta va a tener que ser negativa.» Nos levantamos y la conversación acabó ahí.




			Cuando en la reunión del consejo se anunció que no habíamos llegado a ningún acuerdo, se abrieron negociaciones entre España y la presidencia, y entre la presidencia y otros países. Fueron largas y complicadas. Hubo un momento en el que yo ya no sabía si sentarme o ponerme de pie o pasearme por los pasillos. Así que para cambiar me senté en el piano que había en el hall del centro de convenciones. Tal vez fue para ver si sonaba alguna tecla... Por allí iban pasando Javier Elorza y Abel Matutes. Pero yo no estaba dispuesto a ceder. Al final, en el bar, sobre las cuatro o las cinco de la madrugada, alcanzamos un compromiso. Allí mismo Schroeder y yo nos estrechamos la mano, y luego explicamos el acuerdo en una rueda de prensa a las seis de la mañana.




			Fue un gran éxito para España. Nosotros participábamos en el presupuesto, claro está, pero éramos también receptores netos de fondos. Lo que se estableció allí fueron unos ingresos netos de un billón de pesetas anuales. Una cantidad muy importante, en concepto de distintas procedencias y de distintos fondos: el fondo de cohesión, la PAC, el FEDER, el Fondo Social Europeo. Todo políticas estructurales.




			Aquella negociación confirmó nuestra reputación de duros negociadores y nos otorgó prestigio entre el resto de los países europeos. También tuvo consecuencias a medio plazo. Algunos países, en particular entre los grandes, consideraban que un país receptor de fondos de cohesión como España no podía o no debía mantener una posición propia. Creían que debíamos seguir siendo un país dependiente. Como es obvio, yo no aceptaba ese planteamiento.




			Una de las particularidades de nuestra situación era que, aunque nosotros recibíamos más dinero en términos absolutos que muchos otros países, recibíamos menos en términos relativos. Irlanda, por ejemplo, recibía de la Unión un total equivalente al 5 por ciento de su PIB, mientras que nosotros recibíamos mucho menos. Además, muchos otros países recibían fondos europeos de distintos tipos, incluida la PAC, que beneficiaba claramente a Francia.




			Que España fuera un Estado receptor neto de fondos de cohesión era visto por algunos como un factor de debilidad política, factor que pretendían explotar. A los países que estaban por ingresar en la Unión había quien les contaba, por ejemplo, que España constituía un obstáculo para que ellos empezaran a recibir fondos, porque estábamos empeñados en seguir acaparando el dinero comunitario. Nunca fue así.




			La tercera gran negociación en este terreno fue la del Tratado de Niza, a primeros de diciembre de 2000, bajo presidencia francesa. Entonces Francia tenía un Gobierno de cohabitación, con Jacques Chirac en la presidencia de la República y Lionel Jospin como primer ministro. El objetivo del tratado, que se firmó en febrero de 2001, era reformar los tratados vigentes para organizar el reparto institucional del poder en una Unión Europea que iba a tener veinticinco miembros.




			El problema fundamental que se planteó en Niza era el de la paridad entre Francia y Alemania, una paridad que venía de los tiempos de la fundación de la Comunidad y que los franceses consideraban intocable, porque para ellos, aunque las diferencias entre Francia y Alemania fueran importantes, toda la Unión reposa sobre la igualdad política de los dos países. Los alemanes habían aceptado siempre esta situación. Ahora bien, de la unificación, después de la caída del Muro de Berlín, salió una Alemania transformada, sustancialmente distinta a la República Federal de la posguerra y la guerra fría. Con la incorporación de nuevos países a la Unión, además, tenía que cambiar el sistema de votos y la ponderación de la importancia de los países a la hora de tomar decisiones en el consejo. Así que los alemanes pensaban que la paridad con Francia, tal y como había sido diseñada en los comienzos de la Comunidad y como se había mantenido a lo largo de todos aquellos años, había dejado de tener sentido.




			El Consejo de Niza de 2000 fue el consejo de la divergencia entre Francia y Alemania. Era una novedad histórica, que replanteaba todos los equilibrios que durante mucho tiempo parecían inmutables en el seno de la Unión. Resultaba arriesgado, pero también abría oportunidades nuevas.




			Para nosotros, la primera cuestión que se planteaba era encontrar la manera de preservar nuestros intereses en la nueva situación, con una Unión de veinticinco miembros. España corría el riesgo de verse en posición de minoría y por tanto en la incapacidad de defender sus intereses en la UE. Hasta entonces, en una votación por mayoría cualificada del consejo, a los españoles nos bastaba con aliarnos con un país mediano y dos pequeños, por ejemplo, para salvaguardar nuestra posición.




			En la fórmula que nos ofrecían en Niza, en cambio, necesitábamos sumar siete países para el mismo objetivo. Esto era parte de un cambio en las reglas que afectaba a todos los países. A nosotros nos concernía muy en especial porque nuestro encaje en las nuevas fórmulas de toma de decisiones seguía pendiente desde Ámsterdam. Y existía una divergencia de fondo entre Francia y Alemania a propósito de la paridad de voto, cuya solución nos afectaría a todos.




			El proceso de negociación no empezó bien. Por entonces, aún existía la costumbre de que los representantes del país que ocupaba la presidencia del consejo realizaran una ronda de visitas preparatorias con los demás países de la Unión. Como entonces todavía éramos quince, resultaba posible hacerlo. Chirac llegó a Madrid a finales de noviembre y se iba a celebrar una cena en la Moncloa el día 29 de ese mismo mes. Era el día de su cumpleaños. Llegó acompañado de un séquito numeroso y nada más entrar me dijo que tenía que hablar conmigo a solas.




			Entramos en el despacho oficial y allí me dio a entender que sus socios socialistas en el Gobierno le estaban presionando con el asunto de la lucha contra el terrorismo etarra y que iba a necesitar mi comprensión y mi apoyo en el asunto de la paridad. Le contesté que me parecía imprescindible separar la política antiterrorista de unas negociaciones sobre la Unión Europea. Me negué por tanto a entrar en una propuesta que me parecía fuera de lugar. Al salir, nos sentamos a cenar y, a pesar de todos los esfuerzos que hicimos, la velada resultó desangelada. Incluso se había preparado una tarta, que se sacó al final, aunque por poco se quedan sin soplar las velas. Solana quedó impresionado por lo frío que Chirac se mostró conmigo en todo momento, y así me lo dijo. «Razones tiene para estarlo», le respondí. Él no conocía la reunión sobre terrorismo que acabábamos de mantener.




			Así se abrieron las negociaciones que condujeron al Tratado de Niza. Desde el principio tuve la impresión de que fue Jospin quien desempeñó un papel moderador que logró limar las aristas. Claro está que Chirac y Jospin —con quien tuve buen entendimiento— respetaban al milímetro sus respectivos papeles, tanto en público como en privado. No había por tanto fisuras en la defensa de la posición francesa. También hay que tener en cuenta que en Francia el primer ministro no se ocupa tanto de la política exterior como el presidente de la República, quien concentra las competencias constitucionales de dirección de la política exterior. En épocas de «cohabitación», cuando el presidente de la República y el primer ministro pertenecen a partidos distintos, ambos participan en los Consejos Europeos. Cuando no se da esta circunstancia, al presidente de la República sólo le acompaña el ministro de Asuntos Exteriores.




			Una vez en Niza, Chirac procedió a inaugurar el consejo, y me dijo que todos esperaban un José María Aznar constructivo, muy activo, pero que abandonara su afición a fumar puros sin parar durante toda la noche... No fue del todo así. Uno de nuestros grandes objetivos en aquel consejo era asociar a Polonia con nuestra posición. A mí me interesaba mucho tener una relación sincera, abierta e intensa con Polonia. Trabajé para ello con Jerzy Buzek y con Leszek Miller. De Polonia nos distinguen muchas cosas, pero por tamaño y población es un país comparable al nuestro y podía ser un gran socio dentro de la Unión. Era importante para nosotros que se la tuviera en cuenta al mismo nivel que a España. Por lo menos en parte, fue nuestro empeño el que acabó consiguiendo que, al terminar el consejo, Polonia obtuviera una importancia de primera categoría. Ni que decir tiene que muchas personas, en especial los profesionales del enredo, decían a los polacos que los españoles les estábamos poniendo trabas. Era exactamente lo contrario, y fue justamente la relación tan estrecha que yo quería conseguir con Polonia la que despejó la posición de nuestros amigos.




			Desde este punto de vista, el tratado fue todo un éxito. En la nueva arquitectura institucional de la Unión ampliada, España y Polonia quedaron equiparadas con veintisiete votos cada una, mientras que los «grandes» —es decir, Alemania, Francia, Gran Bretaña e Italia— tenían veintinueve. A cambio, nosotros cedimos unos cuantos escaños en el Parlamento Europeo, tres o cuatro, algo casi irrelevante si tenemos en cuenta lo que habíamos ganado en el reparto del poder en el consejo.
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